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hombres:	Título	I:	El	principio	de	igualdad	y	la	tutela	contra	la	discriminación.	Título	V:	El

principio	de	igualdad	en	el	empleo	público.	Ley	Orgánica	1/2004,	de	28	de	diciembre,	de

Medidas	de	Protección	Integral	contra	la	Violencia	de	Género:	Titulo	II:	Derechos	de	las

mujeres	víctimas	de	violencia	de	género.	Título	III:	Tutela	institucional.
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Gobierno	y	Concejales	Delegados	(Decretos	de	Delegación	de	Competencias	publicados	en

Web	Municipal).	El	reglamento	orgánico	del	gobierno	y	administración	del	Ayuntamiento

de	Murcia.

Tema	 8.‐	 Procedimiento	 Administrativo	 Común:	 El	 acto	 administrativo:	 Concepto.
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administrativos.	Condiciones.	La	notificación:	contenido,	plazo	y	práctica.	La	notificación
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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978.
ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO	ESENCIAL.

INTRODUCCIÓN

Tras	las	Elecciones	Generales	del	15	de	junio	de	1977,	el	Congreso	de	los	Diputados	ejerció	la	iniciativa
constitucional	que	le	otorgaba	el	art.	3º	de	la	Ley	para	la	Reforma	Política	y,	en	la	sesión	de	26	de	julio	de
1977,	el	Pleno	aprobó	una	moción	redactada	por	todos	los	Grupos	Parlamentarios	y	la	Mesa	por	la	que	se
creaba	una	Comisión	Constitucional	con	el	encargo	de	redactar	un	proyecto	de	Constitución.

Una	vez	cerrado	el	texto	de	la	Constitución	por	las	Cortes	Generales	el	31	de	octubre	de	1978,	mediante	Real
Decreto	2550/1978	se	convocó	el	Referéndum	para	la	aprobación	del	Proyecto	de	Constitución,	que	tuvo
lugar	el	6	de	diciembre	siguiente.	Se	llevó	a	cabo	de	acuerdo	con	lo	prevenido	en	el	Real	Decreto	2120/1978.
El	Proyecto	fue	aprobado	por	el	87,78%	de	votantes	que	representaban	el	58,97%	del	censo	electoral.

Su	Majestad	el	Rey	sancionó	la	Constitución	durante	la	solemne	sesión	conjunta	del	Congreso	de	los	Diputa‐
dos	y	del	Senado,	celebrada	en	el	Palacio	de	las	Cortes	el	miércoles	27	de	diciembre	de	1978.	El	BOE	publicó
la	Constitución	el	29	de	diciembre	de	1978,	que	entró	en	vigor	con	la	misma	fecha.	Ese	mismo	día	se	publica‐
ron,	también,	las	versiones	en	las	restantes	lenguas	de	España.

A	lo	largo	de	su	vigencia	ha	tenido	dos	reformas:

‐En	1992,	que	consistió	en	añadir	el	inciso	"y	pasivo"	en	el	artículo	13.2,	referido	al	derecho	de	sufragio
en	las	elecciones	municipales.

‐En	2011,	que	consistió	en	sustituir	íntegramente	el	artículo	135	para	establecer	constitucionalmente
el	principio	de	estabilidad	presupuestaria,	como	consecuencia	de	la	crisis	económica	y	financiera.

1.‐	ANTECEDENTES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.‐	ANTECEDENTES

Las	múltiples	 influencias	de	una	Constitución	derivada	como	 la	española	de	1978	‐además	de	aquellas
recibidas	del	constitucionalismo	histórico	español‐	hay	que	buscarlas	preferentemente	dentro	de	las	nuevas
corrientes	europeas	que	aparecen	después	de	la	Segunda	Guerra	Mundial,	y	en	tal	sentido	ha	recibido	claras
influencias	de	otros	textos	constitucionales	europeos,	así	como	de	diferentes	Tratados	de	Derecho	Interna‐
cional:

•	De	 la	Constitución	 italiana	de	1947	habría	que	destacar	 la	 configuración	del	poder	 judicial	 y	 sus
órganos	de	gobierno,	o	los	antecedentes	del	Estado	Regional	Italiano.
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TEMA	2.‐	LOS	DERECHOS	Y	DEBERES	FUNDAMENTALES
EN	LA	CONSTITUCIÓN:	DERECHOS	Y	LIBERTADES.

1.‐	INTRODUCCIÓN

Los	“Derechos	y	Deberes	Fundamentales”	están	reconocidos	en	el	Título	I	de	la	Constitución,	que	consta	de
cinco	capítulos:

•	Capítulo	Primero:	“De	los	españoles	y	los	extranjeros”.	Se	refiere	al	régimen	jurídico	de	la	nacionalidad
y	al	estatuto	de	los	extranjeros.

•	Capítulo	Segundo:	“Derechos	y	libertades”.	Se	divide	en	dos	Secciones.

‐	Sección	1ª,	“De	los	derechos	fundamentales	y	de	las	libertades	públicas”,	recoge	el	conjunto	de
derechos	públicos	ejercitables	frente	a	los	poderes	públicos.

‐	Sección	2ª,	“De	los	derechos	y	deberes	de	los	ciudadanos”,	se	recogen,	junto	a	los	básicos	deberes
ciudadanos,	otros	derechos	que	no	implican,	como	los	de	la	Sección	1ª	derechos	de	libertad	sino	que
afectan	a	otros	ámbitos	jurídicos	del	individuo	(matrimonio,	herencia,	propiedad	privada,	etc.).

•	Capítulo	Tercero:	“De	los	principios	rectores	de	la	política	social	y	económica”,	contiene	las	directrices
que	habrán	de	inspirar	la	acción	legislativa	y	administrativa,	en	relación	a	la	familia,	distribución	de	la
renta,	régimen	laboral	y	de	Seguridad	Social,	cultura,	vivienda,	medio	ambiente,	patrimonio	histórico,
cultural	y	artístico,	etc.

•	Capítulo	Cuarto:	“Garantías	de	las	libertades	y	derechos	fundamentales”,	se	refiere	a	la	defensa	legal
y	jurisdiccional	de	las	libertades	y	derechos.

•	Capítulo	Quinto:	“Suspensión	de	los	derechos	y	libertades”,	en	los	casos	de	declaración	de	los	estados
de	excepción	y	de	sitio,	así	como	en	los	supuestos	de	terrorismo.

La	Constitución	reconoce	los	derechos	y	deberes,	pero	también	su	estatuto	jurídico,	para	ello	establece	las
siguientes	condiciones:

‐	Vinculan	a	todos	los	poderes	públicos.

‐	Son	derechos	constitucionalmente	limitados,	no	son	absolutos.	Están	limitados	por	el	respeto	a	la	ley
y	a	los	derechos	de	los	demás.

‐	Sus	 límites	tienen	que	responder	a	ser	una	medida	excepcional,	recogida	en	una	 ley	y	respetar	el
contenido	esencial	del	derecho	en	cuestión.
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TEMA	3.‐	EL	MUNICIPIO.	CONCEPTO	Y	ELEMENTOS	DEL	MUNICIPIO.	EL	TÉRMINO
MUNICIPAL.	LA	POBLACIÓN.	FORMAS	DE	ORGANIZACIÓN	DEL	MUNICIPIO.

1.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

Dentro	de	las	instancias	con	autonomía	política	que	componen	el	Estado,	las	Entidades	Locales	constituyen
el	último	escalón	en	los	niveles	de	autogobierno	que	se	reconocen	en	la	organización	territorial	por	debajo
de	las	CC.AA.	

La	Constitución	Española,	en	el	diseño	de	la	organización	territorial	del	Estado	que	se	dispone	en	SU	Título
VIII,	reconoce	la	autonomía	de	los	municipios	y	provincias	para	la	gestión	de	sus	respectivos	intereses,	en
los	mismos	términos	que	a	 las	Comunidades	Autónomas	(art.	137	CE),	si	bien	el	alcance	de	una	y	otra
difieren	al	concretarse	a	lo	largo	de	los	Capítulos	II	y	III	de	dicho	Título.	

Se	reconoce	así	a	las	entidades	públicas	que	cuenta	con	una	mayor	tradición	histórica	en	nuestra	organiza‐
ción	del	poder	público,	ya	que	se	remontan	a	los	fueros	municipales	que	comenzaron	a	otorgarse	en	la	Alta
Edad	Media.	Su	evolución	a	partir	del	régimen	constitucional	se	ha	caracterizado	por	la	progresiva	intensifi‐
cación	de	la	autonomía	y	del	carácter	democrático	de	sus	instituciones	que	se	inició	con	el	reconocimiento
en	la	Constitución	de	1812	de	las	Diputaciones	y	los	Ayuntamientos	como	entidades	territoriales	a	nivel	local,
con	algunas	de	las	características	que	se	han	mantenido	hasta	la	actualidad	–en	concreto,	un	cierto	nivel	de
autoadministración	y	una	organización	basada	en	una	asamblea	electiva	presidida	por	un	Jefe	o	Alcalde–,
pero	sin	una	verdadera	autonomía	al	encontrarse	bajo	la	dependencia	del	Estado.

Su	evolución	a	lo	largo	del	siglo	XIX	osciló	entre	períodos	de	mayor	o	menor	autonomía,	así	como	de	elección
o	designación	de	sus	titulares,	que	no	contribuyeron	a	aportar	estabilidad	a	estas	instituciones	que	sufrieron,
además,	un	progresivo	desgaste	en	sus	recursos	a	favor	del	Estado	al	que,	en	última	instancia,	se	encontraban
sometidos.	

Ya	en	el	siglo	XX	comenzó	un	período	de	reforma	al	que	contribuyó	el	Estatuto	Municipal	de	Calvo	Sotelo	de
1924	–que	pretendió	democratizar	la	vida	local,	aumentar	sus	competencia	y	mejorar	su	Hacienda–,	y	que
culminó	con	el	reconocimiento	pleno	de	su	autonomía	y	del	carácter	electivo	de	sus	representantes	por
sufragio	popular	bajo	la	Constitución	Republicana	de	1931.		Estos	logros	desaparecieron	bajo	la	dictadura
franquista,	que	sometió	a	 las	Administraciones	 locales	estableciendo	 la	designación	gubernativa	de	 los
Alcaldes	y	Presidentes,	así	como	la	fiscalización	y	tutela	de	todos	sus	actos.

La	Constitución	Española	de	1978	culmina	la	evolución	de	la	Administración	Local	situándola	en	la	base	de
la	organización	territorial	del	Estado	con	plena	autonomía,	bajo	una	organización	democrática	y	con	autosu‐
ficiencia	 financiera.	Dicho	ello,	ni	 la	 legislación	ni	siquiera	 la	doctrina	ofrecen	un	concepto	unitario	del
término	Administración	Local,	sino	que	una	y	otra	se	limitan	a	enumerar	las	entidades	que	la	integran	y	a
definir	cada	una	de	éstas	por	separado.	No	obstante,	puede	definirse	a	la	Administración	Local	como	el



www.temariosenpdf.es Tema 4 - Pág. 1

TEMA	4.‐	EL	AYUNTAMIENTO.	ÓRGANOS	DE	GOBIERNO.
COMPETENCIAS	MUNICIPALES.

1.‐	LA	ORGANIZACIÓN	MUNICIPAL

1.1.‐	PRINCIPIOS	GENERALES

El	Gobierno	 y	 la	 administración	municipal,	 salvo	 en	 aquellos	municipios	 que	 legalmente	 funcionen	 en
régimen	de	Concejo	Abierto,	corresponde	al	ayuntamiento,	integrado	por	el	Alcalde	y	los	Concejales.

Los	Concejales	son	elegidos	mediante	sufragio	universal,	igual,	libre,	directo	y	secreto,	y	el	Alcalde	es	elegido
por	los	Concejales	o	por	los	vecinos;	todo	ello	en	los	términos	que	establezca	la	legislación	electoral	general.

El	régimen	de	organización	de	los	municipios	de	gran	población	se	ajustará	a	lo	dispuesto	en	el	Título	X
LBRL.	En	lo	no	previsto	por	dicho	Título,	será	de	aplicación	el	régimen	común	regulado	en	los	apartados
siguientes.

1.2.‐	REGLAS	DE	LA	ORGANIZACIÓN	MUNICIPAL

La	organización	municipal	responde	a	las	siguientes	reglas:

a)	El	Alcalde,	los	Tenientes	de	Alcalde	y	el	Pleno	existen	en	todos	los	ayuntamientos.

b)	La	Junta	de	Gobierno	Local	existe	en	todos	los	municipios	con	población	superior	a	5.000	habitantes
y	en	los	de	menos,	cuando	así	lo	disponga	su	reglamento	orgánico	o	así	lo	acuerde	el	Pleno	de	su	ayunta‐
miento.

c)	En	los	municipios	de	más	de	5.000	habitantes,	y	en	los	de	menos	en	que	así	lo	disponga	su	reglamento
orgánico	o	lo	acuerde	el	Pleno,	existirán,	si	su	legislación	autonómica	no	prevé	en	este	ámbito	otra	forma
organizativa,	órganos	que	tengan	por	objeto	el	estudio,	informe	o	consulta	de	los	asuntos	que	han	de	ser
sometidos	a	la	decisión	del	Pleno,	así	como	el	seguimiento	de	la	gestión	del	Alcalde,	la	Junta	de	Gobierno
Local	 y	 los	 concejales	que	ostenten	delegaciones,	 sin	perjuicio	de	 las	 competencias	de	 control	que
corresponden	al	Pleno.	Todos	 los	grupos	políticos	 integrantes	de	 la	corporación	tendrán	derecho	a
participar	 en	dichos	 órganos,	mediante	 la	 presencia	 de	 concejales	 pertenecientes	 a	 los	mismos	 en
proporción	al	número	de	Concejales	que	tengan	en	el	Pleno.

d)	La	Comisión	Especial	de	Sugerencias	y	Reclamaciones	existe	en	los	municipios	de	gran	población,	y
en	aquellos	otros	en	que	el	Pleno	así	lo	acuerde,	por	el	voto	favorable	de	la	mayoría	absoluta	del	número
legal	de	sus	miembros,	o	así	lo	disponga	su	Reglamento	orgánico.

e)	La	Comisión	Especial	de	Cuentas	existe	en	todos	los	municipios.



www.temariosenpdf.es Tema 5 - Pág. 1

TEMA	5.‐	LEY	ORGÁNICA	3/2007,	PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES
Y	HOMBRES:	EL	PRINCIPIO	DE	IGUALDAD	Y	LA	TUTELA	CONTRA	LA	DISCRIMINA‐

CIÓN.	EL	PRINCIPIO	DE	IGUALDAD	EN	EL	EMPLEO	PÚBLICO.	LEY	ORGÁNICA
1/2004,	DE	MEDIDAS	DE	PROTECCIÓN	INTEGRAL	CONTRA	LA	VIOLENCIA

DE	GÉNERO:	DERECHOS	DE	LAS	MUJERES	VÍCTIMAS	DE	VIOLENCIA
DE	GÉNERO.	TUTELA	INSTITUCIONAL.

1.‐	LA	IGUALDAD	DE	GÉNERO

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

El	artículo	14	de	la	Constitución	española	proclama	el	derecho	a	la	igualdad	y	a	la	no	discriminación	por
razón	de	sexo.	Por	su	parte,	el	artículo	9.2	consagra	la	obligación	de	los	poderes	públicos	de	promover	las
condiciones	para	que	la	igualdad	del	individuo	y	de	los	grupos	en	que	se	integra	sean	reales	y	efectivas.

La	 igualdad	entre	mujeres	y	hombres	es	un	principio	 jurídico	universal	 reconocido	en	diversos	 textos
internacionales	sobre	derechos	humanos,	entre	los	que	destaca	la	Convención	sobre	la	eliminación	de	todas
las	formas	de	discriminación	contra	la	mujer,	aprobada	por	la	Asamblea	General	de	Naciones	Unidas	en
diciembre	de	1979	y	ratificada	por	España	en	1983.	En	este	mismo	ámbito	procede	evocar	los	avances
introducidos	por	conferencias	mundiales	monográficas,	como	la	de	Nairobi	de	1985	y	Beijing	de	1995.

La	igualdad	es,	asimismo,	un	principio	fundamental	en	la	Unión	Europea.	Desde	la	entrada	en	vigor	del
Tratado	de	Ámsterdam,	el	1	de	mayo	de	1999,	la	igualdad	entre	mujeres	y	hombres	y	la	eliminación	de	las
desigualdades	entre	unas	y	otros	son	un	objetivo	que	debe	integrarse	en	todas	las	políticas	y	acciones	de	la
Unión	y	de	sus	miembros.

Con	amparo	en	el	antiguo	art.	111	del	Tratado	de	Roma,	se	ha	desarrollado	un	acervo	comunitario	sobre
igualdad	de	sexos	de	gran	amplitud	e	importante	calado,	a	cuya	adecuada	transposición	se	dirige,	en	buena
medida,	la	Ley	Orgánica	3/2007.	En	particular,	esta	Ley	incorpora	al	ordenamiento	español	dos	directivas
en	materia	de	 igualdad	de	 trato,	 la	2002/73/CE,	de	 reforma	de	 la	Directiva	76/207/CEE,	 relativa	 a	 la
aplicación	del	principio	de	igualdad	de	trato	entre	hombres	y	mujeres	en	lo	que	se	refiere	al	acceso	al	empleo,
a	la	formación	y	a	la	promoción	profesionales,	y	a	las	condiciones	de	trabajo;	y	la	Directiva	2004/113/CE,
sobre	aplicación	del	principio	de	igualdad	de	trato	entre	hombres	y	mujeres	en	el	acceso	a	bienes	y	servicios
y	su	suministro.

El	pleno	reconocimiento	de	la	igualdad	formal	ante	la	ley,	aun	habiendo	comportado,	sin	duda,	un	paso
decisivo,	ha	resultado	ser	insuficiente.	La	violencia	de	género,	la	discriminación	salarial,	la	discriminación
en	las	pensiones	de	viudedad,	el	mayor	desempleo	femenino,	la	todavía	escasa	presencia	de	las	mujeres	en
puestos	de	responsabilidad	política,	social,	cultural	y	económica,	o	los	problemas	de	conciliación	entre	la	vida
personal,	laboral	y	familiar	muestran	cómo	la	igualdad	plena,	efectiva,	entre	mujeres	y	hombres,	aquella
«perfecta	igualdad	que	no	admitiera	poder	ni	privilegio	para	unos	ni	incapacidad	para	otros»,	en	palabras



www.temariosenpdf.es Tema 6 - Pág. 1

TEMA	6.‐	LEY	31/1995,	DE	PREVENCIÓN	DE
RIESGOS	LABORALES:	DERECHOS	Y	OBLIGACIONES.

INTRODUCCIÓN

El	artículo	40.2	de	la	Constitución	Española	encomienda	a	los	poderes	públicos,	como	uno	de	los	principios
rectores	de	 la	política	social	y	económica,	velar	por	 la	seguridad	e	higiene	en	el	 trabajo.	Este	mandato
constitucional	conlleva	la	necesidad	de	desarrollar	una	política	de	protección	de	la	salud	de	los	trabajadores
mediante	 la	prevención	de	 los	riesgos	derivados	de	su	trabajo	y	encuentra	en	 la	Ley	de	Prevención	de
Riesgos	Laborales	su	pilar	fundamental.	En	la	misma	se	configura	el	marco	general	en	el	que	habrán	de
desarrollarse	las	distintas	acciones	preventivas,	en	coherencia	con	las	decisiones	de	la	Unión	Europea	que
ha	expresado	su	ambición	de	mejorar	progresivamente	 las	 condiciones	de	 trabajo	y	de	 conseguir	este
objetivo	de	progreso	con	una	armonización	paulatina	de	esas	condiciones	en	los	diferentes	países	europeos.

De	 la	presencia	de	España	en	 la	Unión	Europea	se	deriva,	por	consiguiente,	 la	necesidad	de	armonizar
nuestra	política	con	la	naciente	política	comunitaria	en	esta	materia,	preocupada,	cada	vez	en	mayor	medida,
por	el	estudio	y	tratamiento	de	la	prevención	de	los	riesgos	derivados	del	trabajo.	Buena	prueba	de	ello	fue
la	modificación	del	Tratado	constitutivo	de	la	Comunidad	Económica	Europea	por	la	llamada	Acta	Única,	a
tenor	de	cuyo	artículo	118	A)	los	Estados	miembros	vienen,	desde	su	entrada	en	vigor,	promoviendo	la
mejora	del	medio	de	trabajo	para	conseguir	el	objetivo	antes	citado	de	armonización	en	el	progreso	de	las
condiciones	de	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores.	Este	objetivo	se	ha	visto	reforzado	en	el	Tratado	de
la	Unión	Europea	mediante	el	procedimiento	que	en	el	mismo	se	contempla	para	la	adopción,	a	través	de
Directivas,	de	disposiciones	mínimas	que	habrán	de	aplicarse	progresivamente.

Consecuencia	de	todo	ello	ha	sido	la	creación	de	un	acervo	jurídico	europeo	sobre	protección	de	la	salud	de
los	 trabajadores	 en	 el	 trabajo.	De	 las	Directivas	que	 lo	 configuran,	 la	más	 significativa	 es,	 sin	duda,	 la
89/391/CEE,	relativa	a	la	aplicación	de	las	medidas	para	promover	la	mejora	de	la	seguridad	y	de	la	salud
de	 los	 trabajadores	en	el	 trabajo,	que	contiene	el	marco	 jurídico	general	en	el	que	opera	 la	política	de
prevención	comunitaria.

La	Ley	31/1995,	de	8	de	noviembre,	de	Prevención	de	Riesgos	Laborales	(en	adelante	LPRL)	transpone	al
Derecho	español	 la	citada	Directiva,	al	tiempo	que	incorpora	al	que	será	nuestro	cuerpo	básico	en	esta
materia	disposiciones	de	otras	Directivas	cuya	materia	exige	o	aconseja	la	transposición	en	una	norma	de
rango	legal,	como	son	las	Directivas	92/85/CEE,	94/33/CEE	y	91/383/CEE,	relativas	a	la	protección	de	la
maternidad	y	de	los	jóvenes	y	al	tratamiento	de	las	relaciones	de	trabajo	temporales,	de	duración	determina‐
da	y	en	empresas	de	trabajo	temporal.	Así	pues,	el	mandato	constitucional	contenido	en	el	artículo	40.2	de
nuestra	ley	de	leyes	y	la	comunidad	jurídica	establecida	por	la	Unión	Europea	en	esta	materia	configuran	el
soporte	básico	en	que	se	asienta	la	LPRL.	Junto	a	ello,	 los	compromisos	contraídos	con	la	Organización
Internacional	del	Trabajo	a	partir	de	la	ratificación	del	Convenio	155,	sobre	seguridad	y	salud	de	los	trabaja‐
dores	y	medio	ambiente	de	trabajo,	enriquecen	el	contenido	del	texto	legal	al	incorporar	sus	prescripciones
y	darles	el	rango	legal	adecuado	dentro	de	nuestro	sistema	jurídico.
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TEMA	7.‐	LA	ORGANIZACIÓN	MUNICIPAL	DEL	AYUNTAMIENTO	DE	MURCIA:
ALCALDE,	JUNTA	DE	GOBIERNO	Y	CONCEJALES	DELEGADOS.	EL	REGLAMENTO

ORGÁNICO	DEL	GOBIERNO	Y	ADMINISTRACIÓN	DEL	AYUNTAMIENTO	DE	MURCIA.

1.‐	LA	ORGANIZACIÓN	MUNICIPAL	DEL	AYUNTAMIENTO	DE	MURCIA

•	ALCALDE

El	actual	alcalde	de	Murcia	es	D.	José	Antonio	Serrano	Martínez	(PSOE).

•	TENIENTES	DE	ALCALDE

Mediante	Decreto	de	29	de	marzo	de	2021	el	Alcalde	del	Ayuntamiento	de	Murcia	nombró	los	siguientes
Tenientes	de	Alcalde:

D.	Mario	Gómez	Figal,	Vice‐Alcalde	y	Primer	Teniente	de	Alcalde.
Dª.	Francisca	Pérez	López,	Segunda	Teniente	de	Alcalde.
Dª.	Carmen	Fructuoso	Carmona,	Tercera	Teniente	de	Alcalde.
D.	Pedro	José	García	Rex,	Cuarto,	Teniente	de	Alcalde.
D.	Juan	Fernando	Hernández,	Piernas,	Quinto	Teniente	de	Alcalde.
Dª.	Ainhoa	María	Sánchez,	Tabares,	Sexta	Teniente	de	Alcalde.
D.	Enrique	Lorca	Romero,	Séptimo	Teniente	de	Alcalde.
D.	Andrés	Guerrero	Martínez,	Octavo	Teniente	de	Alcalde.
Dª.	María	Teresa	Franco,	Martínez,	Novena	Teniente	de	Alcalde.

•	EL	PLENO

El	Pleno	está	formado	por	el	Alcalde	y	los	Concejales	y	es	el	órgano	de	máxima	representación	política	de	los
ciudadanos	en	el	gobierno	municipal.	Asimismo,	cuenta	con	un	Secretario	General	perteneciente	a	la	Escala
de	Funcionarios	de	Administración	Local	con	Habilitación	Estatal	y	ejerce	sus	funciones	mediante	sesiones
plenarias	de	todos	sus	componentes	y	comisiones	del	pleno,	formadas	por	los	miembros	que	designen	los
grupos	políticos	en	proporción	al	numero	de	concejales	que	tengan	en	el	Pleno.	Entre	sus	competencias	más
importantes	se	encuentran	la	aprobación	de	los	presupuestos	anuales,	el	planeamiento	urbanístico	y	las
ordenanzas	y	reglamentos	municipales.

Las	sesiones	se	celebran	en	el	Salón	de	Plenos	de	la	Casa	Consistorial	sita	en	Glorieta	de	España,	1.	Las
sesiones	de	los	plenos	ordinarios	se	celebran	el	último	jueves	de	cada	mes	excepto	el	mes	de	Agosto.

•	LA	JUNTA	DE	GOBIERNO

La	Junta	de	Gobierno	es	el	órgano	colegiado	del	gobierno	ejecutivo	municipal.	Colabora	en	la	función	de
dirección	política	con	el	alcalde	y	ejerce	las	funciones	ejecutivas	y	administrativas	previstas	en	la	legislación
de	régimen	local	y	en	el	reglamento	orgánico	del	gobierno	y	admón.	del	Excmo.	Ayuntamiento	de	Murcia.
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TEMA	8.‐	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN:	EL	ACTO
ADMINISTRATIVO:	CONCEPTO.	ELEMENTOS.	CLASES.	REQUISITOS:

LA	MOTIVACIÓN	Y	LA	FORMA.	LA	EFICACIA	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.
CONDICIONES.	LA	NOTIFICACIÓN:	CONTENIDO,	PLAZO	Y	PRÁCTICA.

LA	NOTIFICACIÓN	INFRUCTUOSA.	LA	PUBLICACIÓN.	EL	DERECHO	Y	DEBER
DE	RELACIONARSE	CON	LAS	AA.PP.	POR	MEDIOS	ELECTRÓNICOS.

1.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO

1.1.‐	CONCEPTO	DE	ACTO	ADMINISTRATIVO

Puede	definirse	al	acto	administrativo	como	cualquier	declaración	de	voluntad,	de	deseo,	de	conocimiento
o	de	juicio	realizada	por	un	órgano	de	la	Administración	Pública	en	el	ejercicio	de	una	potestad	administrati‐
va.	Y	también,	de	una	forma	más	breve,	como	acto	jurídico	realizado	por	la	Administración	con	arreglo	al
Derecho	Administrativo.	O	como	toda	declaración	jurídica,	unilateral	y	ejecutiva,	en	virtud	de	la	cual	la
Administración	tiende	a	crear,	reconocer,	modificar	o	extinguir	situaciones	jurídicas	objetivas.

La	Ley	39/2015	no	da	un	concepto	de	acto	administrativo,	si	bien	el	art.	34	da	por	sentada	su	existencia
cuando	manifiesta	que	“Los	actos	administrativos	que	dicten	las	Administraciones	Públicas,	bien	de	oficio	o	a
instancia	del	interesado,	se	producirán	por	el	órgano	competente	ajustándose	a	los	requisitos	y	al	procedimiento
establecido”,	añadiendo	que	“El	contenido	de	los	actos	se	ajustará	a	lo	dispuesto	por	el	ordenamiento	jurídico
y	será	determinado	y	adecuado	a	los	fines	de	aquéllos”.	Establecido	el	concepto,	se	pueden	señalar	las	siguien‐
tes	características	de	los	actos	administrativos:

1ª.‐	El	acto	administrativo	es	un	acto	jurídico:	consiste	en	una	declaración,	lo	que	excluye	las	actividades
materiales	de	la	Administración	(actividades	instrumentales	como	una	llamada	por	teléfono,	un	requeri‐
miento	de	documentación,	el	otorgamiento	de	un	plazo,	etc).

2ª.‐	La	declaración	puede	ser	de	voluntad,	de	juicio,	de	conocimiento	y	de	deseo:

‐Entre	 las	declaraciones	de	voluntad	están	 las	autorizaciones	o	 licencias	 (permiten	realizar	una
actividad	o	una	obra),	las	sanciones	o	prohibiciones,	etc.

‐Entre	las	declaraciones	de	juicio	se	pueden	citar	los	actos	consultivos,	los	informes,	los	actos	de
intervención	y	fiscalización	financiera,	etc.

‐Entre	las	declaraciones	de	conocimiento	están	los	certificados,	las	anotaciones	o	registro	de	títulos,
los	levantamientos	de	actas,	etc.

‐Como	declaraciones	de	deseo	están	las	propuestas	o	peticiones	de	un	órgano	a	otro.
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TEMA	9.‐	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN:	LA	INVALIDEZ	DEL
ACTO	ADMINISTRATIVO.	SUPUESTOS	DE	NULIDAD	DE	PLENO	DERECHO	Y

ANULABILIDAD.	EL	PRINCIPIO	DE	CONSERVACIÓN	DEL	ACTO	ADMINISTRATIVO.
LA	REVISIÓN	DE	ACTOS	Y	DISPOSICIONES	POR	LA	PROPIA

ADMINISTRACIÓN.	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS.

1.‐	LA	INVALIDEZ	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS

1.1.- INTRODUCCIÓN

Un acto es inválido cuando está viciado alguno de sus elementos, si bien, según la importancia y trascenden-
cia del vicio de que se trate, la invalidez podrá alcanzar el grado de nulidad o de anulabilidad.

Esta noción de invalidez, que afecta a la esencia misma del acto, ha de diferenciarse de la ineficacia, en la que
el acto, aun siendo válido, no produce efectos, como acontecería en el supuesto de un acto no notificado a
su destinatario.

Se pueden distinguir dos grandes categorías dentro de las nulidades:

a) La nulidad absoluta. Se dice que un negocio o un acto es nulo con nulidad absoluta o de pleno derecho
cuando su ineficacia es intrínseca y por ello carece ab initio de efectos jurídicos sin necesidad de su
previa impugnación. Ello comporta como consecuencia:

1º) La ineficacia inmediata ipso iure del acto, es decir, que el acto es inválido por sí mismo, sin necesi-
dad de intervención del juez, ya que su intervención sólo se requiere para destruir la apariencia
creada o vencer la eventual resistencia de terceros.

2º) El carácter general o erga omnes, esto es, que la nulidad es susceptible de oponerse o tenerse en
cuenta en contra y a favor de cualquiera. Cualquier persona puede instar la nulidad y aún sin que
medie petición de parte del juez, puede y debe apreciarla ex officio por su propia iniciativa, y ello
además en cualquier momento por que la acción no se extingue por prescripción ni caducidad.

3º) Que no puede sanarse por confirmación puesto que no está en el comercio de los hombres ni en
la esfera de la autonomía de la voluntad.

4º) Que la trascendencia de la misma supone, por último, la nulidad de los actos posteriores que
traigan causa del acto nulo, sin otra limitación que la relativa a los terceros de buena fe que hayan
podido confiar en la validez del acto.

b) La anulabilidad o nulidad relativa tiene por el contrario unos efectos mucho más limitados: sólo los
afectados por un acto anulable pueden pedir la declaración de nulidad dentro de un cierto plazo transcu-
rrido el cual, el vicio de nulidad queda purgado. Por otra parte, el vicio es convalidable por el autor del
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TEMA	10.‐	LA	CONTRATACIÓN	ADMINISTRATIVA:	PRINCIPIOS	GENERALES
Y	CLASES	DE	CONTRATOS	ADMINISTRATIVOS.	PROCEDIMIENTOS	DE	LICITACIÓN.

CARACTERÍSTICAS.	LAS	PARTES	EN	EL	CONTRATO	ADMINISTRATIVO.

1.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- CONCEPTO CIVIL DE CONTRATO

El origen y esencia de los contratos administrativos está en el contrato civil o privado. Según el art. 1089 del
Código Civil, "las	obligaciones	nacen	de	la	Ley,	de	los	contratos	y	de	los	actos	y	omisiones	ilícitos	en	que	interven‐
ga	cualquier	género	de	culpa	o	negligencia".

Así pues, jurídicamente, las obligaciones nacen, bien por imposición de una Ley, o bien por la propia voluntad
de una persona de contraer obligaciones respecto de otra, mediante un contrato.

El contrato se configura así como una de las fuentes de obligaciones jurídicas y, en este sentido, el propio
Código Civil, en su art. 1254, lo define diciendo que "el	contrato	existe	desde	que	una	o	varias	personas
consienten	en	obligarse,	respecto	de	otra	u	otras,	a	dar	alguna	cosa	o	prestar	algún	servicio".

Ahora bien, quizás con esta definición no quede aún perfectamente delimitado el concepto de contrato, en
un sentido jurídico estricto, que permita diferenciar, nítidamente y con carácter general, un contrato de lo
que sería un simple acuerdo de voluntades carente de tal naturaleza.

Teniendo en cuenta el conjunto del articulado del Código Civil al respecto, los matices que realmente definen
a un acuerdo de voluntades como un contrato radican fundamentalmente en lo siguiente:

-Se ha de producir un intercambio de obligaciones recíprocas entre las partes intervinientes en el
contrato.

-La autonomía de la voluntad de las partes está condicionada por una serie de normas de carácter
público, tendentes a proteger tanto los derechos de los contratantes como los intereses generales de la
sociedad.

En definitiva, y en un sentido amplio, se puede definir al contrato como un acuerdo entre partes del que
nacen obligaciones recíprocas y para el que, dada su trascendencia social y económica, la Ley establece unas
normas y unas consecuencias jurídicas.

1.2.- MODALIDAD DE LOS CONTRATOS

Existen dos grandes grupos en los que se suelen englobar las distintas modalidades de contratos, en función
de los sujetos que en él intervienen y de la normativa que les es de aplicación:
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TEMA	11.‐	LAS	HACIENDAS	LOCALES.	LOS	INGRESOS	Y	GASTOS	DE	LAS	ENTIDADES
LOCALES.	LA	EJECUCIÓN	DEL	GASTO	PÚBLICO	LOCAL.	LAS	ORDENANZAS	FISCALES.
EL	PRESUPUESTO	LOCAL:	CONTENIDO,	APROBACIÓN,	EJECUCIÓN	Y	LIQUIDACIÓN.

1.‐	LAS	HACIENDAS	LOCALES

1.1.‐	CONCEPTOS	GENERALES

El	concepto	de	"Hacienda	de	las	Entidades	Locales"	se	corresponde	con	el	de	las	facultades	atribuidas	a	las
mismas	en	orden	al	establecimiento,	regulación,	gestión	y	recaudación	de	tributos,	así	como	a	la	posibilidad
de	obtención	de	otros	ingresos;	todo	ello	orientado	a	disponer	de	medios	económicos	con	los	que	hacer
frente	a	las	necesidades	públicas	locales.

Por	lo	tanto,	la	Hacienda	de	las	Entidades	Locales	presenta	dos	aspectos	distintos:	de	una	parte,	la	obtención
de	ingresos,	y,	de	otra,	la	aplicación	de	los	mismos	a	la	satisfacción	de	las	necesidades.

En	nuestro	Derecho	positivo,	el	término	"Haciendas	Locales"	hace	referencia,	esencialmente,	a	la	vertiente
de	los	ingresos;	es	decir,	a	la	disposición	de	recursos	suficientes	para	el	cumplimiento	de	los	fines	de	las
propias	Entidades	Locales.

El	art.	142	de	la	Constitución	recoge	el	principio	de	suficiencia	de	las	haciendas	locales,	al	establecer	que	las
mismas	deberán	disponer	de	 los	medios	 suficientes	para	el	desempeño	de	 las	 funciones	que	 la	 ley	 les
atribuye.

Básicamente,	el	régimen	jurídico	de	las	Haciendas	Locales	encontraba	su	regulación	en	la	Ley	39/1988,	de
28	de	Diciembre	(BOE	del	30),	modificada	por	diversas	leyes	posteriores,	en	particular,	por	la	Ley	51/2002,
de	27	de	diciembre	(BOE	del	28),	que	preveía	la	elaboración	de	un	texto	refundido	en	la	materia,	el	cual	ha
sido	adoptado	mediante	Real	Decreto	Legislativo	2/2004,	de	5	de	Marzo	(BOE	de	9	y	13	de	Marzo),	por	el
que	se	aprueba	el	Texto	Refundido	de	la	Ley	reguladora	de	las	Haciendas	Locales,	que	constituye	la	ley
vigente	y	ha	procedido	a	derogar	las	leyes	de	1988	y	2002.

El	Texto	Refundido	se	estructura	en	un	título	preliminar,	seis	títulos,	223	artículos,	12	disposiciones	adicio‐
nales,	17	disposiciones	transitorias	y	una	disposición	final.	Asimismo,	se	incluye	un	índice	de	su	articulado,
cuyo	objeto	es	facilitar	la	utilización	de	la	norma	por	sus	destinatarios	mediante	una	rápida	localización	y
ubicación	sistemática	de	sus	preceptos.	Su	estructura	en	Títulos	y	Capítulos	es	la	siguiente:

•	TÍTULO	PRELIMINAR.	Ámbito	de	aplicación

•	TÍTULO	I.	Recursos	de	las	haciendas	locales

CAPÍTULO	I.	Enumeración
CAPÍTULO	II.	Ingresos	de	derecho	privado
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TEMA	12.‐	PRINCIPALES	ELEMENTOS	Y	CONCEPTOS	DE	UN	EQUIPO	INFORMÁTICO.
COPIA	Y	ADMINISTRACIÓN	DE	FICHEROS	EN	DIVERSOS	SOPORTES.	PRINCIPALES
APLICACIONES	UTILIZADAS	POR	PERSONAL	DE	ADMINISTRACIÓN	(LIBRE	OFFICE)

PROCESADOR	DE	TEXTOS,	HOJA	DE	CÁLCULO.	TRATAMIENTO	DE	FICHEROS
INFORMÁTICOS	CON	DATOS	DE	CARÁCTER	PERSONAL.

1.‐	INFORMÁTICA	BÁSICA

Un	ordenador	es	una	máquina	electrónica	que	sirve	para	procesar	información	digital.	La	información	digital
es	aquella	que	puede	expresarse	en	términos	de	0	y	1,	es	decir,	en	el	sistema	binario	de	numeración.	Si
partimos	de	una	información	analógica,	como	una	fotografía	en	papel,	es	necesario	digitalizarla	previamente
antes	de	introducirla	en	el	ordenador;	en	este	caso	mediante	un	escáner.	

1.1.‐	ESQUEMA	BÁSICO	DE	FUNCIONAMIENTO	DE	UN	ORDENADOR

El	funcionamiento	básico	de	un	ordenador	puede	expresarse	mediante	el	siguiente	esquema:	

1.‐	Debemos	suministrar	unos	datos	de	entrada	al	ordenador.	Estos	datos	deben	estar	en	formato	digital
y	podemos	suministrárselos	de	varias	formas:	

•	Desde	dispositivos	de	entrada,	como	el	ratón,	el	teclado,	o	un	escáner.

•	Desde	unidades	de	almacenamiento	de	datos,	como	un	disco	duro,	un	pen‐drive,	una	unidad	óptica
(CD‐ROM	o	DVD),	una	memoria	flash,	etc.

•	A	través	de	una	conexión	de	red,	como	una	red	local	o	Internet.

2.‐	El	ordenador	procesa	dichos	datos	de	entrada	de	acuerdo	con	las	instrucciones	del	programa	que
se	esté	ejecutando	en	ese	momento.	El	procesamiento	de	datos	puede	consistir	en	realizar	cálculos	con
ellos,	o	en	transferirlos	de	un	lugar	a	otro.	Esta	labor	la	realiza,	fundamentalmente,	el	microprocesador,
que	actúa	como	Unidad	Central	de	Procesamiento	(CPU).	Pero	también	intervienen:

•	La	memoria	RAM,	almacenando	temporalmente	los	datos	y	las	instrucciones.

•	La	tarjeta	gráfica,	que	incluye	su	propio	procesador	y	su	propia	memoria	RAM.

•	El	chipset,	que	controla	el	flujo	de	datos	entre	el	microprocesador,	la	tarjeta	gráfica	y	el	resto	de	los
dispositivos	(monitor,	disco	duro,	etc).

3.‐	Como	consecuencia	del	procesamiento	de	los	datos	por	parte	del	ordenador,	éste	obtiene	un	resulta‐
do,	que	llamamos	datos	de	salida.	Estos	datos	pueden	mostrarse	en	la	pantalla	del	monitor,	enviarse
a	una	impresora,	almacenarse	en	el	disco	duro,	etc.	




